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Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


Buenos Aires, 8  de mayo de 2007

RES. Nº 228 /2007

VISTO:

Las actuaciones nros. 12560/06 y 5932/07, y 

CONSIDERANDO:

Que el Dr. José Francisco García Mira interpuso recurso de reconsideración contra la Res. CM Nº 61/2007.

Que cabe señalar que al Dr. García Mira se le promovió sumario administrativo Nº 124/03, el que culminó con el dictado de la Res. CM Nº 688/2003 por el cual se decretó su cesantía

Que, contra la citada resolución, el peticionante interpuso recurso de revisión, que tramitó ante la Sala I de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario, donde recayó sentencia, por la que se anuló la citada resolución.

Que, atento el dictado de esa sentencia, el Dr. García Mira, se presentó diciendo: “vengo a reclamar el pago de las sumas de dinero resultantes de la privación de ingresos ocurridos entre la notificación de la resolución CM Nº 688/2003 (3-11-2003)  y la fecha de notificación de la Resolución CM Nº 377/05 que dispuso la exoneración del suscripto (26-5-2005)”. Además reclamaba lo pagado en el mismo período por una cobertura médica prepaga.

Que, la Dirección de Asuntos Jurídicos, ante la referida presentación, emitió los dictámenes nros. 1381/06 y 1439/06.

Que, este Consejo de la Magistratura, haciendo suyos  los argumentos de esos dictámenes, dictó la Res. CM Nº 61/2007, por la que se rechazó la pretensión interpuesta.

Que, ahora el Dr. García Mira, viene a recurrir esa resolución, cambiando la argumentación de su primitivo reclamo, sosteniendo que: “No se ha reclamado restitución de salarios caídos, sino una regularización patrimonial, claramente en concepto de resarcimiento de daños y perjuicios ocasionados por la ilegítima decisión de ese Consejo, como lo señaló la Cámara de Apelaciones en su pronunciamiento firme (causa “Rabanaque”)”.

Que además, pretende introducir en este momento el reclamo de daño moral.

Que, por otra parte sostiene que la doctrina de la Corte Suprema de la Nación, citada en la resolución recurrida no es de aplicación al caso ya que se genera en el ámbito de la legislación nacional, sin tener en cuenta que, conforme el art. 43 de la Constitución local, “El tratamiento y la interpretación de las leyes laborales debe efectuarse conforme a los principios del derecho del trabajo”.
Que, en primer lugar cabe puntualizar que tanto lo dicho por el artículo de la Constitución, antes citado, como así también los del Código Civil que invoca en su escrito, son de aplicación tanto en el orden nacional como local.

Que, también cabe resaltar, que no nos encontramos dentro de una relación laboral sino de una de empleo público que se rige por principios propios del derecho administrativo, y en consecuencia el empleo público y el contrato de trabajo se rigen por principios distintos. Obsérvese que solo aquel tiene garantizada la estabilidad constitucionalmente (art. 14 bis de la Constitución Nacional).

Que el recurrente, sin perjuicio de lo dicho, pretende afirmar que en el ámbito local no es de aplicación la jurisprudencia citada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el sentido de que no corresponde el pago de salarios caídos por servicios no prestados. 

Que, al respecto, la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires ha dicho: “Debe señalarse que el pago por servicios no prestados, cualquiera sea la causa de la no prestación, constituye un enriquecimiento sin causa de quien lo recibe y afecta el derecho de propiedad (art. 17 de la Constitución Nacional) de quien debe abonarlo, porque el salario es una contraprestación del trabajo, de tal suerte que no existe uno sin el otro. En este orden de ideas se ha sostenido que sin prestación efectiva del servicio, el derecho a la contraprestación en dinero es inexistente, pues si el servicio no se ha prestado, no existe causa jurídica para el derecho al sueldo, salvo en los casos de licencia o disponibilidad. La relación de empleo público, por su propia Constitución, implica necesariamente que la prestación del servicio sea la causa económica y jurídica del sueldo. El derecho del agente publico al estipendio y su obligación, son conceptos interdependientes y correlativos (Villegas Basavilbaso, Derecho Administrativo, Tomo III, pág. 485/486; Justo López, Tratado del Derecho del Trabajo, Tomo II, pág. 330).

Que, entonces, queda desvirtuada la pretensión de que puedan corresponder los salarios caídos en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, como dice el recurrente.

Que en cuanto a los daños y perjuicios reclamados, es de hacer notar que el Decreto Nº 28.211/44 establece: “Declárase que el Poder Ejecutivo no admitirá por vía de gestión administrativa, la responsabilidad del Estado en las reclamaciones por daños y perjuicios que se promuevan con motivo de hechos o accidentes en que sean parte sus empleados o agentes, acaecidos en circunstancias en que éstos realizan las funciones o tareas encomendadas; debiéndose dejar librada a la eventual contienda judicial, tanto lo relativo a la responsabilidad por las consecuencias de los hechos o accidentes como lo que se refiera al monto de la compensación a que hubiera lugar”
Que, son ilustrativos los considerandos dados en la exposición de motivos de su dictado: “Que en principio parecería que nada se opusiera para que el Poder Ejecutivo, en presencia de elementos de juicio que acreditaran en forma indubitable la responsabilidad del Estado por hechos de sus agentes, así lo declarase por un decreto; Que la experiencia y las modalidades infinitas de los casos particulares pondrían de manifiesto, en la práctica, un mínimo de hechos claros, fácilmente calificable, de los que surgiera en forma evidente la responsabilidad, frente e hipótesis más numerosas de situaciones y hechos dudosos, de culpa concurrente, de culpa exclusiva de la víctima, etc.; Que para poder decidir la posición del Estado frente a ese mayor número de casos, en presencia de cuestiones dudosas, habría que contar, en primer término, con una documentación completa o con recursos legales eficaces para obtenerla, cuando no aparezca acumulada de oficio; existiendo el grave inconveniente en lo administrativo, de carecer de normas básicas obligatorias para una y otra parte —Estado y reclamante— que aseguren un procedimiento eficaz (litis contestatio, términos, emplazamientos, recusaciones, designaciones de peritos, responsabilidad de testigos y peritos, etc.); Que la solución de esos casos dudosos se prestaría a la intervención interesada y a veces perniciosas de personas influyentes; Que en lo que se refiere a la indemnización, la Procuración del Tesoro ha sostenido invariablemente que no procede el pago, por vía administrativa, de indemnizaciones derivadas de hechos producidos por los agentes de la administración pública, en el ejercicio legítimo de sus funciones de forma que lleguen a determinar la responsabilidad del Estado, debiéndose dejar librada la cuestión a los tribunales federales a fin de que los mismos hagan la estimación del monto de los perjuicios sufridos; Que aun suponiendo que fuera viable el reconocimiento de la responsabilidad del Estado, por acto del Poder Ejecutivo, los damnificados tendrían igualmente que recurrir a una acción ordinaria para determinar el cuantum de la indemnización, y resulta, en consecuencia, preferible, al no poder evitarse el proceso judicial, que se deje librado a la estimación de los tribunales tanto lo relativo a la responsabilidad como lo que se refiere al importe de la reparación”.

Que, esa argumentación cobra también relevancia en el caso.  Así, el Dr. García Mira, pretende que se le abonen los daños y perjuicios, que dice haber sufrido por la privación de su empleo, pero en la esfera de la Administración; ahí a ésta, le resultaría imposible probar que esos perjuicios no se produjeron o que resultan menores a los pretendidos.  

Que la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires, en un pedido similar de daños y perjuicios, opinó: “Dicho pedido se formula a título de resarcimiento del daño material ocasionado por la frustración de ganancias esperadas, atento la demora  con la que se produjo su designación. Al respecto, debe señalarse que aunque en el lucro cesante sólo puede aspirarse a una certeza relativa sobre la frustración de los beneficios esperados, siempre es menester contar con pruebas suficientes. Así, la jurisprudencia ha sostenido que: Para admitir la procedencia del lucro cesante y genéricamente la de cualquier daño, es preciso que se haya acreditado la existencia de un perjuicio cierto, siendo insuficiente la posibilidad abstracta de un daño, desde que no puede acordarse derecho a una indemnización sobre la base de presunciones (C.N.Com., Sala B, 24/5/088, E.D., 132-638). Asimismo, en igual sentido ha expresado que: Para poder indemnizar el lucro cesante o privación de ganancias esperadas, se requiere una prueba concreta sobre su existencia, sin que baste la mera posibilidad de frustración. No se desconoce que, en virtud de lo establecido por el art. 165, Cod. Proc. Civ. y Com. de la Nación, puede llegar a sentenciarse aún faltando prueba concreta sobre el monto del perjuicio, pero para su procedencia deben proporcionarse elementos de juicio suficientes, que acrediten su existencia (CNCiv. Sala C, 4/3/91, J.A., 1991-III-síntesis). En tal sentido, debo señalar que el interesado no ha acreditado en forma alguna los perjuicios cuya indemnización pretende. Destaco que durante el período en que su designación estuvo en trámite no prestó servicios en esta Administración, pero nada le impedía trabajar en su profesión en otros ámbitos, lo cual podría eventualmente haberle redituado mejores ingresos que los que había percibido en el cargo en cuestión” Dictamen PG Nº 42.232).

Que mediante dictamen Nº 1758/07 la Dirección de Asuntos Jurídicos propone a no hacer lugar al recurso interpuesto.

Que por todo lo expuesto, no se advierten circunstancias de hecho ni de derecho, para cambiar el criterio de la Dirección, correspondiendo en consecuencia rechazar en un todo el recurso interpuesto por el Dr. García mira contra la res. CM Nº 61/2007.

Por ello, y en ejercicio de las atribuciones conferidas por el art. 116° de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y La Ley N° 31, 

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA DE LA

CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:

Art. 1º.- No hacer lugar al recurso de reconsideración interpuesto por el Dr. José Francisco García Mira contra la Res. CM Nº 61/2007, por las razones expuestas en los considerandos.

Art. 2°: Regístrese, notifíquese al interesado y, oportunamente, archívese.

RESOLUCIÓN N° 228 /2007


Juan Pablo Mas Velez



Carla Cavaliere


       Secretario




   Presidenta 
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